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M.T. 1350-2 – 48490 del 25 de agosto de 2008 
 

Señor 
SANDRA BELLO 
sbello@minagricultura.gov.co 
 
Asunto:  Tránsito  
               Sentencia C- 1090 de 2003  
 
En atención al email del 5 de agosto de 2008,  mediante el cual 
solicita concepto sobre la Sentencia C- 1090 de 2003 y de 
conformidad con lo estipulado en el artículo 25 del Código 
Contencioso Administrativo, le manifiesto lo siguiente: 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, a través de la Sentencia 
C-1090/03-  Referencia: expediente D-4626, declaró exequible el 
parágrafo del artículo 132 de la Ley 769 de 2002, salvo la expresión 
“..de servicio público de transporte de pasajeros …”. Señalando lo 
siguiente:  
 
“En efecto, es importante mencionar, que diversos estudios técnicos 
recientes demuestran que fumar mientras se conduce constituye un 
factor de riesgo importante para la seguridad vial.  
 
Señaló el citado fallo: “…es evidente que el Parágrafo del artículo 
134 de la Ley 769 de 2002 persigue un fin constitucional válido 
como lo es la seguridad vial, y por lo tanto, la sanción allí 
establecida para el conductor que sea sorprendido fumando 
mientras conduce se ajusta a la Constitución. 
  
Pero, es evidente que el parágrafo demandado regula de manera 
distinta una misma conducta, puesto que establece una sanción 
solo para un grupo de conductores, el de servicio público de 
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transporte de pasajeros que sea sorprendido fumando mientras 
conduce, pero no así para los demás conductores que incurran en 
la misma conducta. 
  
Entonces, si el fin de la norma es propender por la seguridad vial, la 
diferencia de trato que da el legislador al conductor de servicio 
público, a quien sanciona cuando lo sorprende fumando mientras 
conduce, respecto del conductor de transporte particular, al que no 
sanciona cuando se encuentra en idéntica situación, pierde su 
sentido pues no asegura una verdadera protección de la vida y 
seguridad de todas las personas.  
  
De tal manera, encuentra la Corte que tal trato distinto es 
inconstitucional, al no encontrar justificación alguna del legislador 
para ello. Si el Estado tiene el deber constitucional de velar por la 
vida e integridad de todas las personas y tal es el propósito de 
sancionar a un conductor que sea sorprendido fumando mientras 
conduce, tal finalidad no se cumple al dejar por fuera de dicha 
sanción a los demás conductores que incurren en la misma 
conducta. 
  
En desarrollo de los mandatos constitucionales, el legislador goza 
de un margen de apreciación al momento de establecer una 
sanción en materia administrativa sancionatoria; y por lo tanto, 
dentro de ciertos límites, puede sancionar ciertas conductas que 
pongan en peligro la vida y seguridad de los peatones, del mismo 
conductor y en general de toda la comunidad, asegurando la 
protección a todos los habitantes del territorio colombiano. Pero, si 
las autoridades tienen el deber de amparar igualitariamente la vida 
e integridad de las personas, una diferencia de trato como la que 
aquí se analiza requiere una especial y rigurosa justificación por 
parte del legislador. 
  
Cabe recordar que tanto los conductores de servicio público de 
transporte de pasajeros como los demás conductores, bien sea de 
servicio particular u otra clase de servicio público, que sean 
sorprendidos fumando mientras conducen se encuentran en una 
situación fáctica idéntica, dado que en materia de seguridad vial las 
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distinciones entre servicio público de transporte de pasajeros o los 
conductores de otra clase de servicio público y los conductores de 
servicio particular tienden a desdibujarse debido a que los factores 
de riesgo, y por ende la amenaza que se cierne sobre la sociedad, 
resultan ser equiparables. Por ello, la seguridad vial se constituye 
en un común denominador a toda clase de transporte. Téngase en 
cuenta, que de vieja data, la jurisprudencia nacional y la doctrina 
extranjera han considerado que la conducción de cualquier clase de 
vehículo automotor, público o particular, constituye de suyo una 
actividad peligrosa que coloca a la comunidad en su conjunto ante 
un inminente riesgo y que diversos estudios técnicos recientes 
demuestran el riesgo que genera el acto de fumar durante la 
conducción de cualquier clase vehículo automotor. 
  
Piénsese, por ejemplo, en el consumo de sustancias psicotrópicas o 
embriagantes, lo cual constituye un factor de alto riesgo para la 
comunidad en su conjunto, independientemente de que tal conducta 
sea realizada por un conductor de servicio público o un particular. 
De allí que el legislador, en la misma Ley 769 de 2002, al 
determinar las normas de comportamiento y las reglas generales y 
educación en el tránsito, haya dispuesto en el artículo 55, que toda 
persona que tome parte en el tránsito como conductor, pasajero o 
peatón debe, entre otros asuntos, comportarse en forma que no 
obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a las demás personas. Y, 
a lo largo del Capítulo III del Título III ibídem haya decidido, 
respecto de la conducción de vehículos, acordar un mismo 
tratamiento a todos los conductores independientemente de si se 
trata de aquellos de vehículos particulares o de servicio público. Así 
por ejemplo, en el artículo 61 de la mencionada normatividad, se 
dispone categóricamente lo siguiente: 
  

“Vehículo en movimiento. Todo conductor de un vehículo 
deberá abstenerse de realizar o adelantar acciones que 
afecten la seguridad en la conducción del vehículo 
automotor, mientras éste se encuentre en movimiento” ( 
negrilla fuera de texto ). 
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En este orden de ideas, la seguridad vial constituye un importante 
denominador común entre las regulaciones del transporte público 
de pasajeros y el privado. 
  
Por lo tanto, si el legislador resuelve sancionar ciertas conductas 
que puedan implicar un mayor riesgo para la seguridad vial, le está 
vedado constitucionalmente dar un tratamiento distinto, sin 
justificación alguna, sancionando solo a un grupo de conductores y 
eximiendo a otro que se encuentre en idéntica situación fáctica, 
pues al hacerlo, no logra cumplir con la finalidad perseguida de 
propender por la seguridad vial al dejar desprotegida a la 
colectividad respecto de la conducta de los conductores que 
igualmente sean sorprendidos fumando mientras conducen y no son 
sancionados por ello, incumpliendo de tal manera con un deber 
constitucional. 
  
Cabe recordar, que al legislador le está vedado incumplir sus 
deberes constitucionales de protección de la colectividad, 
dejando de sancionar administrativamente a los conductores de 
vehículos particulares que fumen mientras conducen. Sin duda, en 
materia de tránsito, en virtud de los artículos 2 y 82 constitucionales, 
el legislador está en la obligación de expedir normas jurídicas que 
busquen salvaguardar la seguridad vial, y con ella, los derechos a 
la vida e integridad personal de los demás conductores y peatones, 
quienes se ven sometidos a un riesgo adicional generado por el 
comportamiento voluntario de un conductor, bien sea de servicio 
público de transporte de pasajeros o particular, quien decide fumar 
mientras conduce. 
  
Por lo tanto, y teniendo en cuenta que el examinado trato diverso, 
por ser injustificado resulta violatorio del artículo 13 de la 
Constitución, la Corte declarará la inexequibilidad de la expresión 
“...de servicio público de transporte de pasajeros...”, contenida en el 
parágrafo del artículo 132 de la Ley 769 de 2002”.  
 
En este orden de ideas, es necesario manifestar que la prohibición 
de fumar dentro de un vehículo cobija tanto a los vehículos de 
servicio público como particular. El Código Nacional de Tránsito – 
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Ley 769 de 2002, se aplica en todo el territorio nacional y regula 
entre otros aspectos la circulación de los conductores por las vías 
públicas o privadas abiertas al público, así como la actuación de las 
autoridades de tránsito. 
 
Con lo anterior queremos significar que le corresponde a las 
autoridades de tránsito velar por el cumplimiento de las normas de 
tránsito, so pena que la Superintendencia de Puertos y Transporte 
adelante la investigación, previa aporte de las pruebas que usted 
puede hacer llegar, ya que el Ministerio de Transporte no es la 
entidad competente para investigar los organismos de tránsito.  
 
Cordialmente, 
 
 
 
ANTONIO JOSÉ SERRANO MARTÍNEZ  
Jefe  Oficina Asesora  Jurídica  
 
 
 


